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Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, el Juez 

Rivera Colón, la Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González1 
 
Cortés González, Jueza Ponente 

 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 14 de julio de 2017. 

 El señor Eliezer Santana Báez (recurrente o señor Santana) 

acude a este foro mediante la revisión judicial de título para solicitar la 

revisión de la Resolución emitida 8 de mayo de 2017, por la División de 

Remedios Administrativos (División), del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (Corrección). Mediante su dictamen, la División confirmó 

la Respuesta dada al recurrente el 12 de marzo de 2014. 

 Por los fundamentos que expresaremos en adelante, 

determinamos confirmar la Resolución recurrida. 

I. 

 La controversia que nos ocupa inició el 14 de febrero de 2014, 

cuando el señor Santana presentó ante la División una Solicitud de 

Remedio Administrativo en la que alegó que debido a que en la 

Biblioteca de la institución se le negó el servicio de fotocopia a unos 

documentos, se le impedía su acceso a los tribunales. Mediante la 

Respuesta del Área concernida/Superintendente, se indicó que el señor 

Santana “fue orientado sobre el proceso de sacar copia, debido a que 

                                       
1 El Juez Piñero Gonzáles no intervino. 
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las copias que estaba solicitando estaban alteradas”. La Respuesta fue 

notificada al recurrente el 18 de marzo de 2014.   

 Por estar inconforme con la Respuesta, el señor Santana 

interpuso una Solicitud de Reconsideración el 24 de marzo de 2014, en 

la cual expuso que la Respuesta no atendía su queja. Alegó, en síntesis, 

que, conforme al caso de Morales Feliciano, se le tenía que garantizar el 

acceso efectivo a los tribunales y que las fotocopias y los sellos debían 

estar disponibles para la venta. Varios meses más tarde, la División 

emitió la Resolución recurrida en la que se concluyó que: 

. . . . . . . . 
El Acuerdo de Transacción Civil Núm. 79-4(PJB-LM) 

establece en la categoría 1 Acceso a los Tribunales sección 
15: Toda bibliotecaria proveerá… las fotocopias y los sellos 

postales estarán disponibles para la venta a todo[s] los 
confinados… El Manual de Normas y Procedimientos de 
Servicios Bibliotecarios en Instituciones Correccionales 

según enmendado dispone en su Artículo VI-Sección 6-A 
discreción del superintendente, se les proveerán fotocopias 

a solicitud de los miembros de la población correccional 
que tengan fondos y justifiquen la necesidad de utilizar las 
mismas. El costo de las copias se establecerá mediante 

reglamentación a esos efectos, pero nunca será menos de 
.10 cent. [P]or copia que será deducido de la cuenta del 
miembro de la población correccional conforme a los 

procedimientos establecidos. De igual forma está 
establecido el mismo argumento en el Manual de Normas y 

Procedimientos en el Inciso de acceso a recursos legales. 
Por lo antes expuesto se confirma la respuesta emitida y se 
dispone el archivo de la solicitud. 

. . . . . . . . 
 

 El recurrente fue notificado de la Resolución sobre la 

reconsideración, el 25 de agosto de 2014. Insatisfecho aún, el señor 

Santana presentó un recurso de revisión judicial ante este foro, 

mediante el caso KLRA201400950. En la Sentencia emitida en dicho 

recurso el 11 de diciembre de 2014, un Panel Hermano entendió que la 

notificación contenida en la Respuesta no apercibió al recurrente sobre 

el término que tenía para solicitar la reconsideración y sobre cómo se 

activan los términos para acudir mediante revisión judicial conforme lo 

dispone la Sec. 3.15 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 
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LPRA sec. 2101 et seq. Por ello, se desestimó el recurso presentado por 

falta de jurisdicción, debido a su presentación prematura. 

 Conforme a lo resuelto por este Tribunal en el caso 

KLRA201400950, años más tarde, Corrección notificó nuevamente la 

Respuesta de la División el 24 de marzo de 2017 y el recurrente recibió 

la misma el 31 de marzo de 2017. El señor Santana instó una nueva 

Solicitud de Reconsideración el 18 de abril de 2017, en la que reiteró su 

alegación de que no se le permitía obtener las copias necesarias para 

acudir en revisión. La División emitió Respuesta de Reconsideración el 

8 de mayo de 2017, notificada al recurrente el 10 de mayo de 2017.  En 

la referida Respuesta la División determinó lo siguiente: 

Se deniega la petición de reconsideración. El recurrente no 
ha estado huérfano de los servicios de fotocopias 
disponibles en la biblioteca de la institución, solo debe 

observar la discreción por parte del personal designado en 
cuanto a los documentos que puede reproducir y asumir el 
costo por los mismos. (El Acuerdo Transaccional Civil Núm. 

79-4(PJB-LM) establece en la categoría 1: Acceso a los 
Tribunales, Sección 15: Toda biblioteca proveerá… las 

fotocopias y los sellos postales estarán disponibles para la 
venta a todos los confinados. El Manu[a]l de Norma[s] y 
Procedimientos de Servicios Bibliotecarios en instituciones 

correccionales según enmendado, dispone en su Artículo 
VI-Sección 6ª que: A discreción del superintendente se le 
proveerán fotocopias a solicitud de los miembros de la 

población correccional que tengan fondos y justifiquen la 
necesidad de utilizar las mismas… De igual forma en el 

inciso sobre acceso al recurso legal. 
 
 De la anterior determinación, el recurrente acude ante nos2. En 

su escrito señala que Corrección cometió error “al disponer que con 

esta actuación del área de biblioteca compuesta por la bibliotecaria, 

sra. Martínez y sra. Luisa Ramírez, su supervisora, no se me está 

impidiendo un acceso efectivo a los Tribunales, cuando esa es la 

política pública de la agencia y de nuestros foros.” El señor Santana 

arguye que en ninguna parte el reglamento le otorga a la bibliotecaria la 

discreción para no fotocopiar sus resoluciones administrativas, 

declaraciones juradas y demás documentos legales. Alega que la razón 

                                       
2 El recurso de revisión judicial fue recibido en la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones el 22 de mayo de 2017.  
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que le dan para no fotocopiar sus documentos es que éstos tienen que 

formar parte de una moción. El recurrente afirma que siempre ha 

pagado el costo de las fotocopias con el dinero que tiene en su cuenta y 

que, al negarle el servicio para fotocopiar varios documentos, se le 

niega el acceso a los tribunales. 

 Mediante Resolución del 16 de junio de 2017 ordenamos a 

Corrección que remitiera copia del expediente administrativo del caso 

B-396-14, relacionado al presente recurso. Luego de analizar los 

planteamientos traídos por el recurrente y los documentos que obran 

en el expediente, así como el derecho aplicable a la controversia que 

nos ocupa, resolvemos. 

II. 

A. 

Nuestro derecho administrativo reconoce que los dictámenes de 

los organismos administrativos merecen la mayor deferencia judicial. 

OSC v. Triple-S, 191 DPR 536 (2014); OCS v. Universal, 187 DPR 164, 

179 (2012); The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821 

(2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1002 (2011); 

Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 (2006). La decisión de una agencia 

administrativa gozará de una presunción de legalidad y corrección, que 

será respetada, siempre que la parte que la impugna no produzca 

evidencia suficiente para rebatirla. Batista, Nobee v. Jta. Directores, 185 

DPR 206, 215 (2012).  El criterio rector para la revisión de este tipo de 

determinación es el de razonabilidad, esto es, si la actuación de la 

agencia fue ilegal, arbitraria, o tan irrazonable que constituye un abuso 

de discreción. Id., pág. 216.  La revisión usualmente comprende las 

siguientes áreas: (1) si se concedió el remedio apropiado; (2) si las 

determinaciones de hechos son conformes al principio de evidencia 

sustancial; y (3) si las conclusiones de derecho son correctas.  Asoc. 

Fcias. v. Caribe Specialty, et al. II, 179 DPR 923, 940 (2009).   
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Según lo dispone la Sección 4.5 de la Ley Núm. 170 de 12 de 

octubre de 1988, según enmendada, conocida como Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), vigente al momento en 

que se atendió por la agencia el recurso en controversia, ante una 

revisión judicial, el tribunal sostendrá las determinaciones de hechos 

de una agencia administrativa si están basadas en evidencia sustancial 

que obre en el expediente. 3 LPRA sec. 2175.  Evidencia sustancial es 

aquella evidencia relevante que “una mente razonable podría aceptar 

como adecuada para sostener una conclusión”.  Acarón, et al. v. 

D.R.N.A., 186 DPR 564, 584 (2012).  La aplicación de este criterio busca 

“evitar sustituir el criterio del organismo administrativo especializado 

por el del foro judicial revisor". Id.; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 

168 DPR 592, 615 (2006); P.C.M.E. v. J.C.A., 166 DPR 599, 615 (2005). 

  La parte recurrente tendrá la carga de demostrar que en el 

expediente administrativo existe otra prueba que reduce o menoscaba 

el valor probatorio de la evidencia que impugna, al punto tal que se 

pueda concluir que, ante la totalidad de la prueba que tuvo ante su 

consideración, la determinación de la agencia no fue razonable.  Otero 

v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  Si dicha parte falla en demostrar 

que la determinación de la agencia no estuvo basada en evidencia 

sustancial o que existe otra prueba que reduce el valor de la prueba 

impugnada, el tribunal debe respetar las determinaciones de hechos.  

Id.  En cambio, las conclusiones de derecho podrán revisarse en toda 

su extensión. 3 LPRA sec. 2175.  Aun así, debe dársele gran peso y 

deferencia a las interpretaciones que hacen las agencias de las leyes 

específicas que se les ha encomendado poner en vigor, por lo que sus 

conclusiones no pueden descartarse libremente. Hernández Álvarez v. 

Centro Unido, supra.     

B. 

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, establece como política pública, en torno al 
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sistema correccional, que el Estado habrá de “…reglamentar las 

instituciones penales para que sirvan a sus propósitos en forma 

efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al tratamiento 

adecuado de los delincuentes para hacer posible su rehabilitación 

moral y social”.  Artículo 2 sobre Declaración de política pública del 

Plan Núm. 2-2011, 3 LPRA Ap. XVIII.  La Ley Orgánica de la 

Administración de Corrección, Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, 

según enmendada, 4 LPRA sec. 1101 et seq., fue sustituida por el Plan 

de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 

2011, (Plan Núm. 2-2011), supra.  En virtud del Plan Núm. 2-2011, se 

creó el “… Departamento de Corrección y Rehabilitación como el 

organismo en la Rama Ejecutiva responsable de implantar la política 

pública relacionada con el sistema correccional y de rehabilitación de 

adultos y menores, así como de la custodia de todos los ofensores y 

transgresores del sistema de justicia criminal del país.”  Artículo 4 del 

Plan Núm. 2-2011.  

Entre las funciones, facultades y los deberes de Corrección se 

encuentran la clasificación adecuada y revisión continúa de la clientela, 

conforme a los ajustes y cambios de ésta; integrar y dar participación 

activa a la clientela, sus familiares, el personal correccional y las 

víctimas del delito en el diseño, implantación y evaluación periódica de 

los sistemas de clasificación y de los programas de rehabilitación; 

establecer y evaluar periódicamente la efectividad y alcance de los 

distintos modelos para la rehabilitación; y ampliar los programas de 

educación y trabajo para que impacten a toda la población correccional 

que interese participar y asegure la aplicación correcta de los sistemas 

de bonificación por trabajo y estudio que permitan las leyes aplicables, 

entre otros. Artículo 5 del Plan Núm. 2-2011.    

De igual forma, el Secretario de Corrección velará que se le 

asegure a la clientela el fiel cumplimiento de ciertos derechos, entre 

éstos, participar en programas de rehabilitación, tratamiento, estudio o 
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trabajo que sean compatibles con su proceso de reintegración a la 

sociedad y sujeto a la previa evaluación correspondiente, y en la 

medida en que lo permitan los recursos, estar capacitados para leer, 

escribir y conversar en ambos idiomas oficiales; y ser enviado a la 

institución correccional más cercana posible a la localidad geográfica 

en que se encuentre el núcleo familiar del miembro de la población 

correccional, sujeto a que no se afecte su plan institucional, no conlleve 

un riesgo a su seguridad y exista la disponibilidad de espacio en la 

referida facilidad.  Artículo 9 del Plan Núm. 2-2011. 

 Según lo dispuesto en el Plan Núm. 2-2011, supra, se aprobó el 

Reglamento Para Atender las Solicitudes de Remedios Administrativos 

Radicadas por los Miembros de la Población Correccional, Reglamento 

Núm. 8145 del 19 de enero de 2012 (Reglamento 8145), vigente para la 

fecha en que el recurrente presentó su Solicitud de Remedio 

Administrativo en este caso.  El Reglamento 8145 se aprobó con el 

propósito de que toda persona recluida en una institución correccional 

disponga de un organismo administrativo, en primera instancia, ante el 

cual pueda presentar una solicitud de remedio para su atención con el 

fin de minimizar las diferencias entre los miembros de la población 

correccional y el personal, y para evitar o reducir la presentación de 

pleitos en los Tribunales de Justicia.  Introducción, Reglamento 8145.   

El Reglamento 8145 fue anulado y sustituido por el Reglamento 

8522 del 26 de septiembre de 2014 y posteriormente por el Reglamento 

8583 del 4 de mayo de 2015. Los Reglamentos 8145, 8522 y 8583 son 

similares en su contenido y fueron creados con el propósito primordial 

de ofrecer a los miembros de la población correccional un organismo 

administrativo al que puedan recurrir en primera instancia ante el cual 

puedan presentar una solicitud de remedio, para su atención, con el fin 

de minimizar las diferencias entre éstos y el personal y evitar o reducir 

la presentación de pleitos en los Tribunales de Justicia.   
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Este cuerpo reglamentario fue promulgado, a su vez, conforme 

los acuerdos de transacción del caso Morales Feliciano v. Fortuño 

Burset, USDC-PR civil núm. 79-4 (PJB-LM) de 13 de diciembre de 2012, 

y de acuerdo con el Prison Rape Elimination Act, 42 U.S.C. sec. 15601, y 

ss. En lo pertinente a la controversia ante nos, en el precitado caso de 

Morales Feliciano v. Fortuño Burset, se estipuló lo siguiente:   

Category 1: Access to Courts   
[…]   

15. All libraries shall provide inmates with paper, pencils, 
pens and envelopes, as well as provide  ccess to 

typewriters and/or computers, and all other materials 
necessary to write correspondence and draft legal 
documents. Photocopies and postage stamps will be made 

available for sale to all inmates, but will be provided to 
indigent inmates at no cost to them.     
[…]   

 
C. 

De otra parte, en las instituciones correccionales se proveen 

servicios bibliotecarios a la población de confinados, según sus 

necesidades y las normas de seguridad. Así lo dispone el Manual de 

Normas y Procedimientos de Servicios Bibliotecarios en Instituciones 

Correccionales, Manual Núm. AC-PROG-010.1 (Manual de Servicios 

Bibliotecarios), aprobado el 30 de diciembre de 2005. El Manual de 

Servicios Bibliotecarios dispone que: 

A discreción del superintendente, se les proveerán 

fotocopias a solicitud de los miembros de la población 
correccional que tengan los fondos y justifiquen la 
necesidad de utilizar las mismas. El costo de las copias 

se establecerá mediante reglamentación a esos efectos, 
pero nunca será menos de $0.10 por copia, que será 

deducido de la cuenta del miembro de la población 
correccional conforme a los procedimientos establecidos. 
 

En caso de miembros de la población correccional 
indigentes, éstos solicitarán las copias al personal, libre de 

costos, después de demostrar la necesidad de las mismas. 
Artículo VI (6) del Manual de Servicios Bibliotecarios. 
 

El Manual de Servicios Bibliotecarios provee para que Corrección 

ofrezca servicios bibliotecarios a los miembros de la población 

correccional y a los empleados de la Agencia, de modo que éstos tengan 

acceso a las colecciones de libros legales, libros de referencia y material 
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general y especializado. Se ha reconocido por el Tribunal Supremo de 

Estados Unidos que los confinados tienen derecho a que las 

autoridades correccionales pongan a su disposición recursos 

bibliotecarios adecuados o la asistencia de personas conocedoras del 

derecho o adiestradas en materia legal, porque así se garantiza su 

derecho de acceso a los tribunales (“access to the courts”). Así se 

resolvió en Bounds v. Smith, 430 U.S. 817, 828 (1977): “the 

fundamental constitutional right of access to the courts requires prison 

authorities to assist inmates in the preparation and filing of meaningful 

legal papers by providing prisoners with adequate law libraries or 

adequate assistance from persons trained in the law”).   

  El Manual de Servicios Bibliotecarios también proporciona para 

que la ubicación de la biblioteca sea conveniente para garantizar el 

acceso de todos los miembros de la población correccional. Los 

servicios bibliotecarios se ofrecerán durante el horario regular de lunes 

a viernes de 8:00 a.m. a 3:30 p.m. únicamente. Los materiales legales y 

de referencia no podrán sacarse del área de la biblioteca, con excepción 

de los prestados a las unidades especiales de viviendas cerradas.  

Por otra parte, Corrección tiene la facultad de estructurar la 

política correccional y establecer las directrices programáticas y las 

normas del régimen institucional. López Leyro v. E.L.A., 173 DPR 15, 28 

(2008). Conforme estas facultades, el 30 de abril de 2010 promulgó el 

Reglamento Acceso a Recursos Legales. Este Reglamento aplica a 

“todos los miembros de la población correccional y a todos los 

funcionarios responsables de su implantación”. Reglamento, supra, Art. 

III.  El Artículo XI, inciso 6, del precitado Reglamento estatuye:   

A discreción del superintendente, se les proveerán 
fotocopias a solicitud de los miembros de la población 

correccional que tengan los fondos y justifiquen la 
necesidad de utilizar las mismas. El costo de las copias se 

establecerá mediante reglamentación a esos efectos, pero 
nunca será menor de $0.10 por copia, que será deducido 
de la cuenta del miembro de la población correccional, 

conforme a los procedimientos establecidos.   
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En caso de miembros de la población correccional 
indigentes, estos solicitarán las copias al personal a cargo 

de la biblioteca, libre de costos, y en la solicitud indicará el 
propósito de esta petición. Esto será con previa 

autorización del superintendente o en quien él delegue.   
  

III. 

 
 En el presente caso, el recurrente alegó, mediante una Solicitud 

de Remedio Administrativo, que el 10 de febrero de 2014 la 

bibliotecaria de la institución correccional se negó a fotocopiar ciertos 

documentos, lo cual limitó su acceso ante los tribunales. En la 

Respuesta otorgada al señor Santana, se le indicó que las copias que 

había solicitado estaban alteradas. Luego, mediante reconsideración, la 

División entendió que el recurrente no había estado huérfano de los 

servicios de biblioteca disponibles en la institución. Varios años más 

tarde, cuando el recurrente fue notificado adecuadamente según 

ordenado por este foro apelativo, solicitó reconsideración nuevamente y 

alegó que el área de biblioteca le imponía requisitos adicionales o 

distintos a los reglamentarios.  

 Ciertamente, Corrección debe asegurar a la población 

correccional el cumplimiento de las salvaguardas contenidas en el 

Manual de Servicios Bibliotecarios. Para ello, es preciso que Corrección 

provea a los confinados el máximo disfrute de los servicios 

bibliotecarios disponibles, con el fin de garantizar su acceso efectivo y 

oportuno a los tribunales.  

Ahora bien, tras un análisis de los documentos que obran en 

autos, es forzoso concluir que mediante sus escritos ante Corrección o 

ante este tribunal, el recurrente no ha demostrado que ha tenido una 

privación real de acceso a los tribunales. De hecho, no ha alegado que 

no pudo presentar determinado recurso o reclamo debido a que la 

bibliotecaria de la institución no fotocopió ciertos documentos 

solicitados por éste en el año 2014.3  Es decir, luego de haber 

                                       
3 En Lewis v. Casey, 518 U.S. 343, 354 (1996), se explicó que: “we must observe that 
the injury requirement is not satisfied by just any type of frustrated legal claim”.  
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examinado el recurso ante nos, no divisamos alguna privación 

significativa del derecho del recurrente a acceder a los tribunales. 

Por tanto, no podemos concluir, ni el recurrente nos ha 

convencido, que la División haya actuado de forma irrazonable en la 

Resolución emitida. La determinación de la División de Remedios 

Administrativos se presume correcta y merece nuestra deferencia, 

además de que atiende las preocupaciones del recurrente de forma 

razonable y adecuada.     

IV. 

  
En atención a los fundamentos antes expresados, confirmamos la 

Resolución emitida por el Departamento de Corrección y Rehabilitación. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


